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RESUMEN 

 

En el presente caso se tiene que el Banco Nuevo Mundo en Liquidación interpuso Demanda 

de Obligación de Dar Suma de Dinero contra José Eduardo Aranda La Madrid y Nora 

Tamayo Espejo, a fin de que le cancele US$ 149,561.64 dólares americanos, más los intereses 

compensatorios, moratorios, gastos, costas y costos del proceso. Ello en razón a que los 

demandados no habrían cumplido con el pago del monto señalado en el Pagaré N° 529168 

que habían suscrito y que había vencido el 31 de mayo de 2002. 

Por su parte, los demandados al realizar el contradictorio expusieron que el Pagaré N° 529168 

había sido suscrito con la normatividad anterior y que se debía regir por esa norma; asimismo, 

dicho titular carece de requisitos esenciales que lo invalidan. 

El Órgano Jurisdiccional al resolver la causa en primera instancia declaró INFUNDADA la 

contradicción que formuló el conceptuado José Eduardo Aranda La Madrid y FUNDADA la 

demanda. Dicha decision, fue confirmada en segunda instancia; sin embargo al acudir a la 

Corte Suprema, vía recurso de casación, la demanda fue declarada improcedente. 

Palabra clave:  

Procesal Civil, Demanda Obligacion de dar Suma de dinero, Banco          Nuevo Mundo en 

Liquidacion, Pagare N° 529168  Importe  $149,561.00 con fecha de vencimiento 

31MAY2005,  Contradiccion Improcedente  en primera Instancia, la Corte Suprema Via 

Recurso de Casacion declaro la Improcedente la Demanda.  
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ABSTRACT 

 

In the present case, the New World Bank in Liquidation has filed an Obligation to Give 

Money against José Eduardo Aranda La Madrid and Nora Tamayo Espejo, in order to cancel 

US $ 149,561.64, plus compensatory interest, moratoriums, expenses, costs and costs of the 

process. This is due to the fact that the defendants would not have complied with the payment 

of the amount indicated in the Note No. 529168 that they had subscribed and that had expired 

on May 31, 2002. 

On the other hand, the defendants in making the contradictory stated that the Note No. 

529168 had been signed with the previous regulations and that it should be governed by that 

rule; likewise, said title lacks essential requirements that invalidate it. 

The Jurisdictional Body in resolving the case in the first instance declared INFOUNDED the 

contradiction formulated by José Eduardo Aranda La Madrid and FUNDADA the claim. This 

decision was confirmed in the second instance; nevertheless, when going to the Supreme 

Court, through appeal, the claim was declared inadmissible. 

Keyword: 

Civil Procedure, Demand Obligation to give Sum of Money, Bank Nuevo Mundo in 

Liquidation, Pagare No. 529168 Amount $149,561.00 with maturity date 31MAY2005, 

Wrong Contradiction at First Instance, the Supreme Court Via Appeal of Casacion declared 

the I appropriate demand. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Las relaciones comerciales entre las personas cada vez son más frecuentes, es en atención a 

esta forma de interrelación que suelen producirse distintos inconvenientes, tanto 

comerciales como jurídicos. 

Los problemas que se originan a menudo por una relación comercial, tienen que ver, por lo 

general, con temas económicos por incumplimientos de contratos, falta de pago. 

Uno de los problemas que es más recurrente en judicializarse, es el denominado Obligación 

de Dar Suma de Dinero, más aún, si tenemos en cuenta que el dinero se ha constituido 

como el instrumento fundamental en la vida de las personas, llegando a tener una gran 

trascendencia en la vida social. 

El Código Civil de 1984 respecto a las obligaciones de dar suma de dinero o pecuniarias, se 

circunscribe a las obligaciones asumidas en moneda nacional y en moneda extranjera. 

El presente trabajo de suficiencia profesional, está destinada a analizar el Exp. 42071 – 

2002, donde el Banco Nuevo Mundo en Liquidación interpuso Demanda de Obligación de 

Dar Suma de Dinero contra José Eduardo Aranda La Madrid y Nora Tamayo Espejo, a fin 

de que le cancele US$ 149,561.64 dólares americanos.  

Así tenemos que para el análisis del presente expediente, se ha realizado un resumen de las 

principales piezas procesales, se ha consultado jurisprudencia y doctrina correspondiente al 

misma, para luego realizar un análisis del trámite procesal y finalmente emitir una opinión 

respecto al fondo del asunto; esto es, establecer con cuales de las sentencias emitidas por el 

Órgano Jurisdiccional estoy de acuerdo.



 

 

   

 

1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA DE EJECUTIVA 

 

El 18 de septiembre de 2002, Banco Nuevo Mundo en Liquidación interpuso Demanda de 

Obligación de Dar Suma de Dinero contra José Eduardo Aranda La Madrid y Nora 

Tamayo Espejo, a efectos de que le paguen el importe de US$ 149,561.64 dólares 

americanos contenidos en el Pagaré N° 529168, más los intereses compensatorios, 

moratorios, gastos, costas y costos del proceso. 

Fundamentos de hecho: 

1. Que, en virtud a diferentes operaciones crediticias, los demandados suscribieron el 

Pagaré N° 529168, por la suma de de US$ 149,561.64 dólares americanos, con fecha de 

vencimiento al 31 de mayo de 2002. 

2. Que, al no haberse cumplido con el pago de la deuda vencida, procedió a protestar 

dicho título valor por falta de pago, dentro del plazo establecido. 

Fundamentos de derecho: 

1. Artículos 1219°, 1220° inciso 1, 1239° y 1241° del Código Civil. 

2. Artículos 689°, 693° inciso 1, 697° y demás pertinentes del Código Procesal Civil. 

3.  Artículos 1°, 26°, 64°, 66°, 70°, 72°, 90°, 91°, 119°, 121°, 122°, 141°, 145°, 148° y 

demás pertinentes de la Ley N° 27287, Ley de Títulos Valores.  

Medio probatorio: 

o El Pagaré N° 529168. 



 

 

   

2. SÍNTESIS DE LA CONTRADICCIÓN AL MANDATO EJECUTIVO 
 

Con escrito de fecha 14 de octubre de 2002, José Eduardo Aranda La Madrid formuló 

contradicción al mandato ejecutivo, en atención a los siguientes fundamentos: 

Fundamentos de hecho: 

1. Sostuvo que el Pagaré N° 529168 fue emitido incompleto durante la vigencia de la 

anterior Ley de Títulos Valores, Ley N° 16587; por lo que, debería regirse por dicha 

normatividad y no por lo dispuesto en la Ley N° 27287, como se invocó en la demanda y en 

el auto admisorio. 

2. Que, por ser el pagaré un título formal debe contener necesariamente los requisitos 

formales esenciales regulados en el Artículo 129° de la Ley N° 16587.  

3. Que, en el pagaré como título del presente proceso no se consignó la fecha ni el lugar 

de emisión, siendo el primero de ellos un requisito de forma esencial, cuya ausencia o defecto 

invalidaría el documento como título valor. 

4. A su vez, sostuvo que la fecha que se consignó no podría considerársele como fecha 

de emisión, puesto que en dicha fecha la entidad bancaria ejecutante efectuó una liquidación, 

consignando dicho resultado en el pagaré. 

5. Finalmente, sostuvo que el pagaré puesto a cobro también adolece de nulidad formal 

al no haberse efectuado el protesto por falta de pago dentro del plazo de ley, ya que el mismo 

debió realizarse dentro de los ocho días siguientes a su vencimiento, siendo dicha fecha el 08 

de mayo de 2002; y, no el 11 de junio como se hizo. 

Fundamentos de derecho: 

1. Artículo 700° inciso 2 del Código Procesal Civil. 

Medios probatorios: 

o Pagaré N° 529168, que fue presentado como anexo a la demanda.



 

 

   

3. FOTOCOPIAS DE LOS PRINCIPALES MEDIOS PROBATORIOS 

 



11 

 

   

 

 

  



12 

 

 

 

  



13 

 

 

 

 

  



14 

 

 

 



15 

 

 

 

 



16 

 

 

  



17 

 

 

 

  



18 

 

 

 

  



19 

 

 

 



20 

 

 

  



21 

 

 

 



22 

 

   



23 

 

 

 



 

 

   

 

4.  SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA 

 

El 16 de enero de 2003, en el local del Cuadragésimo Tercer Juzgado Civil de Lima se realizó 

la Audiencia Única, con la asistencia de la demandante debidamente representada, dejándose 

constancia de la inasistencia de los codemandados, a pesar de estar debidamente notificados. 

Esta diligencia se inició en los siguientes términos: 

1. Saneamiento procesal: 

Dentro de dicha diligencia, el Juez expidió la Res. N° 04, con el que declaró saneado el 

proceso por existir una relación jurídica procesal válida entre las partes. 

2. Conciliación: 

No fue posible que el Juez proponga fórmula conciliatoria debido a la inasistencia de los 

codemandados. 

3. Fijación de puntos controvertidos: 

Se fijó como punto controvertido el determinar la nulidad formal del título valor puesto a 

cobro. 

4. Admisión de medios probatorios: 

El Juez, admitió los medios probatorios que ofreció la parte demandante y el demandado en 

su escrito de contradicción. 

5. Actuación de los medios probatorios: 

El Juez indicó que al no haber medio probatorio que actuar, precedía a expedir sentencia.



 

 

   

5. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL CUADRAGÉSIMO TERCER 

JUZGADO CIVIL DE LIMA  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



26 

 

   

 

 



27 

 

   

 



28 

 

 

  



29 

 

 

 

  



30 

 

 

 
 



 

 

   

 

6. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIIA DE LA SEGUNDA SALA CIVIL DE LA    

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA  
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7. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA  
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 8. JURISPRUDENCIAS 

 

1. Casación N° 1913-2010-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 17 de mayo de 2011.  

“(…) el artículo 1219 inciso 1) del Código Civil, determina que es uno de los efectos de las 

obligaciones para el acreedor es emplear las medidas legales a fin de que el deudor le procure 

aquello a que está obligado, por lo que alegando la titularidad de este derecho es que la parte 

accionante interpuso su demanda solicitando la prestación no cumplida por la demandada”. 

 

2. Casación N° 2813-2010-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 02 de junio de 2011.  

“(…) conforme a lo previsto en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 

el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto de 

intereses o eliminar una incertidumbre jurídica, ambas con relevancia jurídica, haciendo 

efectivos los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en 

justicia”. 

 

3. Casación N° 4547-2010-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 28 de junio de 2011.  

“(…) uno de los contenidos del derecho al debido proceso es el derecho a obtener de los 

órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones 

oportunamente deducidas por las partes en cualquier clase de proceso. La exigencia de que 

las decisiones judiciales sean motivadas en proporción a los términos del inciso 5 del artículo 

139º de la Norma Fundamental, garantiza que los jueces, cualquiera sea la instancia a la 

pertenezcan, expresen el proceso metal que los ha llevado a decidir una controversia, 

asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar se haga con sujeción a la 

Constitución y a la Ley; pero también con la finalidad de facilitar un adecuado ejercicio del 

derecho de defensa de los justiciables”. 
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4. Casación N° 2020-2012-Arequipa. Lima, 25 de junio de 2012. En: Diálogo con la 

Jurisprudencia en Línea. Data 70,000.  

“(…) la finalidad esencial del recurso de casación radica en la adecuada aplicación e 

interpretación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia 

nacional emitida por la Corte Suprema de Justicia de la República”. 

 

5. Casación N° 2362-2010-Arequipa. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 

de Justicia de la República. Lima, 11 de noviembre de 2011.  

“En materia de casación es factible ejercer el control casatorio de las decisiones 

jurisdiccionales, para determinar si en ellas se han infringido o no las normas que garantizan 

el derecho al debido proceso, tomándose en consideración que éste supone el cumplimiento 

de los principios y de las garantías que regulan el proceso como instrumento judicial”. 

 

6. Casación N° 2813-2010-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 02 de junio de 2011.  

 “(…) conforme a lo previsto en el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal 

Civil, el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto 

de intereses o eliminar una incertidumbre jurídica, ambas con relevancia jurídica, haciendo 

efectivos los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en 

justicia. Esto implica que no puede aplicar ni interpretar de manera rígida las normas 

procesales, ni desarrollar la actividad procesal sin tener en consideración que su finalidad 

última, es resolver el conflicto de intereses planteado por las partes”. 

 

7. Casación N° 2427-2010-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 24 de mayo de 2011. 

“(…) los principios procesales, contenidos en el Título Preliminar del Código Procesal Civil, 

son pautas orientadoras a tener en cuenta en el desarrollo del proceso. El Principio 

Dispositivo enuncia que el proceso es de las partes y por lo tanto corresponde a éstas su inicio 

y desarrollo, sin embargo en nuestro ordenamiento procesal no impera un principio 



54 

 

 

dispositivo puro o absoluto, ya que desde el momento que el proceso civil es de Derecho 

Público, se reconoce y exige al Juez una actividad de impulso y de dirección del proceso. De 

esa manera se busca neutralizar una posible arbitrariedad de las partes en el proceso. En todo 

ello subyace el fin del proceso que es resolver un conflicto de intereses y ser un medio para 

garantizar los derechos sustanciales, como ya se ha indicado”. 

 

8. Casación N° 3079-2012-Lima Norte. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema 

de Justicia de la República. Lima, 18 de abril de 2013.  

 “(…) se entiende que la función de administrar justicia no corresponde al Estado de manera 

absoluta y exclusiva, pues aquella puede ser desarrollada a través del arbitraje, el cual 

constituye un mecanismo alternativo para la solución de controversias de naturaleza 

patrimonial y de libre disposición, que complementa el sistema judicial y que está puesto a 

disposición de la sociedad para la solución pacífica de los conflictos”. 

 

9. Casación N° 1914-2012-Junín. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 12 de junio de 2013.  

 “(…) el derecho de prueba es un elemento del debido proceso y comprende cinco derechos 

específicos: a) el derecho de ofrecer las pruebas en la etapa correspondiente, salvo las 

excepciones legales; b) el derecho a que se admitan las pruebas pertinentes ofrecidas en la 

oportunidad de ley; c) el derecho a que se actúen los medios probatorios de las partes, 

admitidos oportunamente; d) el derecho a impugnar (oponerse o tachar) las pruebas de la 

parte contraria y controlar la actuación regular de éstas; y, e) el derecho a una valoración 

conjunta y razonada de las pruebas actuadas, esto es, conforme a las reglas de la sana crítica”. 

 

10. Casación N° 961-2016-PUNO. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República. Lima, 22 de noviembre de 2016. 

“los medios probatorios forman una unidad y como tal deben ser examinados y valorados por 

el Juzgador en forma conjunta, confrontando uno a uno los diversos medios de prueba, 

puntualizando su concordancia o discordancia, para que a partir de dicha evaluación el 

juzgador se forme una cabal convicción respecto del asunto en Litis”.



 

 

   

9. DOCTRINAS  

 

1. Obligación: 

La obligación constituye el deber que mantiene una persona (deudora) respecto a otra 

(acreedora), siendo ésta de carácter patrimonial, consistente en una obligación de dar, hacer 

o no hacer; ostentando un derecho de crédito, que, de ser el caso, frente a su incumplimiento, 

podrá solicitarlo vía judicial. 

NAVARRETE PÉREZ señala que “(…) la obligación se corresponde técnicamente con una 

clase de deber denominado débito, el cual tiene como contenido la necesidad de realizar una 

conducta determinada (prestación de dar, hacer o no hacer) a favor de un sujeto determinado 

denominado acreedor”1. 

Por su parte, OSTERLING PARODI & CASTILLO FREYRE (2010) “(…) la obligación que 

contrae el deudor, que es la «deuda», constituye el derecho de crédito que tiene el acreedor 

para exigir una prestación que puede ser de dar, de hacer o de no hacer, la que al ejecutarse 

queda pagada”2. 

Debe entender por obligación como aquella relación jurídica patrimonial por el cual una 

persona denominada acreedora, tiene derecho a exigir de otra, denominada deudora, una 

prestación de dar, hacer o no hacer. Debe indicarse que una obligación nace no solo por 

voluntad de las partes como el contrato o la promesa unilateral, sino también cuando la ley 

lo determina como la responsabilidad civil extracontractual o el enriquecimiento sin causa. 

 

 

 

 

2. Título ejecutivo: 

SEVILLA AGURTO refiere que “El título ejecutivo es aquel documento que contiene una 

obligación (acto jurídico), siendo que la misma debe ser cierta, expresa y exigible para poder 

 
1 NAVARRETE, J., “Obligaciones”, En: Diccionario Civil, Gaceta Jurídica, Lima, 2013, Pág. 319. 
2  OSTERLING P., Felipe & CASTILLO F., Mario. “Definición, evolución y naturaleza jurídica de las 

obligaciones”. En: Las obligaciones. Volumen VIII. Editorial Motivensa. Lima, 2010, p. 37. 
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despachar ejecución, es el medio para poder dar inicio al proceso de ejecución, siendo que 

estos títulos pueden ser judiciales (como la sentencia condenatoria) y extrajudiciales (como 

los títulos valores), y solo tienen esta cualidad los documentos expresamente señalados por 

ley y no otros”3. 

Como el autor de la referencia lo señala, el título con mérito ejecutivo será aquel documento 

que contiene una obligación con las siguientes características: expresa, exigible y cierta, 

además de líquida o liquidable tratándose de una obligación de dar suma de dinero.  

De esta manera, aquella obligación insatisfecha contenida en un título, podrá ser solicitado 

judicialmente, postulándose a un proceso especial denominado “Proceso Único de 

Ejecución”. Se debe precisar que dicho título podrá ser de naturaleza judicial o extrajudicial, 

no debiendo hacerse distinción entre ellas puesto que ambas serán lo que motiva el inicio de 

este proceso. 

 

3. Pagaré 

HUNDSKOPF señala que “el pagaré es un título valor utilizado frecuentemente en las 

operaciones de crédito, en virtud del cual una persona (denominada emitente o librador), se 

obliga a pagar a otra persona (tomador o beneficiario) una cantidad de dinero en una o unas 

fechas determinadas. A diferencia de la letra de cambio, en este título valor siempre es el 

emitente del pagaré quien asume la condición de obligado principal, es decir quien debe pagar 

el importe al tomador. 

Por ello, en el pagaré intervienen necesariamente dos sujetos:  

a) El emitente, librador o girador, quien asume la calidad de obligado principal. 

b) El beneficiario o tenedor, que es la persona que podrá exigir la prestación contenida 

en el título valor. 

Asimismo, pueden intervenir, de ser el caso: 

 
3 SEVILLA, P., “El saldo deudor en el proceso único de ejecución de garantías”, En: Gaceta Civil & Procesal 

Civil, Tomo 5, Gaceta Jurídica, Lima, 2013, Pág. 223. 



57 

 

 

a) Un endosante, que es todo beneficiario que transfiere el pagaré vía endoso. 

b) Un endosatario, que es la persona que ha recibido el pagaré por endoso, 

constituyéndose de esta manera en el nuevo beneficiario del título. 

c) Un garante, que es cualquier persona, menos es girador, que garantiza en todo o parte 

el pago del pagaré”4. 

 

4. Acción ejecutoria: 

RIOJA BERMÚDEZ manifiesta que “La acción ejecutoria surge como consecuencia del 

incumplimiento de una sentencia o de un título al cual la ley le concede tal carácter, 

constituyendo la misma la manifestación del principio de tutela jurisdiccional efectiva, la 

misma que será realmente efectiva cuando se ejecute la decisión del órgano jurisdiccional”5. 

El derecho insatisfecho contenido en un título sea de naturaleza judicial o extrajudicial, 

permite que el mismo sea solicitado judicialmente para efectos que sea cumplido por su 

deudor. 

En este sentido, en ejercicio del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva regulada en el 

Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal interpondrá ante el órgano jurisdiccional 

correspondiente una demanda ejecutiva, siendo la misma, manifestación de la acción 

ejecutoria que contiene el título con mérito ejecutivo. 

 

5. El proceso ejecutivo: 

SEVILLA AGURTO indica que “En el denominado proceso ejecutivo, se ejecutaban los 

títulos extrajudiciales que contenían obligaciones de dar (ejecución de dar suma de dinero y 

dar bien mueble determinado), hacer (ejecución de obligación de hacer) o no hacer (ejecución 

de obligación de no hacer)”6. 

Por su parte, RIOJA BERMÚDEZ señala que “El proceso ejecutivo es una modalidad del 

proceso de ejecución que se promueve en virtud de títulos a los que la ley da mérito ejecutivo. 

 
4 HUNDSKOPF, O. Guía rápida de preguntas y respuestas: Nueva Ley de Títulos Valores. tercera edición, 

Gaceta Jurídica, Lima, 2004, p. 151. 
5 RIOJA, A., Derecho Procesal Civil, Adrus, Lima, 2014, Pág. 1210. 
6 SEVILLA, P., Las causales de contradicción en el Proceso de Ejecución, Gaceta Jurídica, Lima, 2014, p. 66. 
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Lo que se busca con este proceso es hacer efectiva la obligación que consta en el documento 

y no declarar derechos dudosos o controvertidos, ya que en el proceso ejecutivo no se 

analizan las relaciones internas entre las partes sino solo lo que emana del título mismo”7. 

El proceso ejecutivo era uno de los procesos de ejecución que contemplaba el Código 

Procesal Civil de 1993. El mencionado cuerpo normativo, fue expedido clasificando los 

procesos de ejecución en tres: proceso ejecutivo, proceso de ejecución de resoluciones 

judiciales y proceso de ejecución de garantías. 

De esta manera, el proceso ejecutivo era uno de ejecución, iniciado a partir de la existencia 

de un título con mérito ejecutivo, como el título valor, el mismo que contenía una obligación 

insatisfecha. Se debe precisar que, actualmente los tres procesos han sido unificados en uno 

solo denominado “Proceso Único de Ejecución”, a partir del Decreto Legislativo N° 1069, 

del 28 de junio de 2008. 

 

6. El título en la pretensión ejecutiva: 

Sobre esto, LEDESMA NARVÁEZ indica que “(…) solo se puede promover ejecución en 

virtud de los títulos ejecutivos y de otros que la Ley les dé merito ejecutivo. (…) en el título 

se encuentra expresamente determinado la obligación o deber de prestación, cuyo 

cumplimiento puede exigirse de una persona (deudor o ejecutado) a favor de otra (acreedor 

o ejecutante). Esto implica que en toda relación procesal existen dos partes legitimadas para 

promover la ejecución del título. Parte es el dominus litis, quien asume la titularidad de las 

relaciones procesales, con las cargas y obligaciones, con las expectativas y responsabilidades 

inherentes a su posición”8. 

Toda demanda contiene una pretensión jurídica, la misma que es el resultado de 3 elementos: 

sujetos (demandante y demandado), objeto (pedido concreto); y, causa (fundamentos de 

hecho y de derecho). Sin embargo, tratándose de un proceso especial como uno de ejecución, 

la demanda contiene una pretensión ejecutiva puesto que lo que se pretende judicialmente 

está contenido en un título con mérito ejecutivo, debiendo recodarse que el mismo deberá 

 
7 RIOJA B., Alexander. “Proceso de ejecución de garantías”. En: El proceso único de ejecución. Mecanismos 

de ejecución y de defensa. Editorial Gaceta Jurídica. Lima, 2014, p. 115. 
8 LEDESMA, M., Estudios Críticos de Derecho Procesal Civil y Arbitraje, Tomo II, Gaceta Jurídica, Lima, 

2014, p. 286. 
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contener una obligación cierta, expresa y exigible para que sea ejecutada. 

 

7. El Protesto 

MONTOYA indica que “El acto se llama protesto porque el tenedor hace la protesta de 

repetir todas las pérdidas, gastos, daños e intereses contra quien ha dado origen al mismo. 

Al protesto se le define como el acto formal mediante el cual el fedatario deja constancia del 

incumplimiento de alguna obligación contenida en el título valor”9. 

 

El protesto es el acto mediante el cual se deja una constancia de la no aceptación del título 

valor o su no pago a la fecha de vencimiento. La importancia de este acto radica en que a 

partir de él se faculta al tenedor de la letra a efectuar las acciones cambiarias que deriven del 

título y resulten pertinentes. 

El plazo para efectuar el protesto varía dependiendo de si se trata de la falta de aceptación o 

de pago y de la forma de vencimiento del título valor, si el protesto se realiza por la falta de 

pago de un título valor con vencimiento a fecha determinada el plazo será de 15 días a partir 

de su vencimiento.  

 

8. Mandato al ejecutado: 

Como sostiene GUERRA CERRÓN “A diferencia del auto admisorio en el proceso de 

cognición, el inicio del debate y el contradictorio en el proceso único de ejecución hay un 

mandato ejecutivo. En vez de demandante, hay ejecutante; en vez de demandado hay 

ejecutado. 

El contenido del artículo 690-C del Código Procesal Civil (mandato ejecutivo) es una orden 

de cumplimiento de la obligación contenida en el título bajo apercibimiento de iniciarse la 

ejecución forzada”10. 

Como ya se mencionó, el anterior proceso ejecutivo o el actual proceso único de ejecución 

 
9 MONTOYA, U., MONTOYA, U. y MONTOYA H., Comentarios a la Ley de Títulos Valores, Segunda 

edición, Idemsa, Lima, 2012, p. 286. 
10 GUERRA, J., “Proceso Único de Ejecución: una vía privilegiada”, En: Manual del Código Procesal Civil, 

Gaceta Jurídica, Lima, 2011, Pág. 19. 



60 

 

 

se postular con la interposición de la demanda ejecutiva, cuya pretensión que contiene deberá 

estar contenida en un título con mérito ejecutivo. 

De esta manera, dicha demanda deberá cumplir con los requisitos previstos para ese acto 

jurídico procesal y sólo si es admitida, con ella nace el mandato ejecutivo, entendido a éste 

como la orden de pago a cargo de los obligados, bajo apercibimiento de iniciarse la ejecución 

forzada. Lo que significa que el órgano jurisdiccional ordena el cumplimiento del derecho 

que contiene el título ejecutivo. 

9. El contradictorio: 

HURTADO REYES señala que “El contradictorio en cualquier proceso de ejecución, según 

las reglas del proceso civil se hace a través de la contradicción, ésta no puede ser considerada 

como una contestación de demanda, simplemente porque nos encontramos en un proceso de 

ejecución y no en un proceso de cognición (…) con la cual, los demandados pueden ejercer 

ampliamente su derecho de defensa. (…) la contradicción es un mecanismo menos pleno de 

defensa (…) debido a que en este proceso no hay que discutir la existencia de la obligación 

que se pone a cobro, ya que el actor al postular la demanda presenta un título en el que se 

entiende debe estar contenida una obligación cierta, expresa y exigible”11. 

Una vez que es expedido el mandato ejecutivo, éste podrá ser cuestionado a través de un 

mecanismo: “contradicción al mandato ejecutivo”. En este proceso, la defensa del deudor 

está limitada solo a la interposición de la contradicción, excepción o defensa previa puesto 

que en estos procesos el análisis no discurre sobre el fondo de la obligación sino solo se hace 

efectivo el derecho que contiene el título.  

De acuerdo a ley, el mandato ejecutivo puede ser cuestionado a través de la contradicción, el 

mismo que podrá fundarse solo en las causales que la ley dispone y de acuerdo a la naturaleza 

del título, en: a) inexigibilidad o iliquidez de la obligación contenida en el título; b) nulidad 

formal o falsedad del título, o, cuando siendo éste un título valor emitido en forma 

incompleta, hubiere sido completado en forma contraria a los acuerdos adoptados; y, c) la 

extinción de la obligación exigida. 

 

 
11 HURTADO, M., Estudios de Derecho Procesal Civil, Tomo II, 2da edición, Idemnsa, Lima, 2014, Pág. 829. 
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10. Nulidad formal del título: 

En palabras de TORRES ALTEZ, explicando la nulidad formal del título como causal de 

contradicción, señala que “(…) la norma hace referencia en primer lugar a la nulidad del 

título pero con respecto a su cobertura, a su forma, de su aspecto externo preestablecida por 

ley (dependiendo del título ejecutivo), mas no del acto jurídico que lo contiene, por tanto no 

podría discutirse la nulidad del título por coacción o violencia porque esta sería una discusión 

de fondo (el cual deberá dilucidarse en un proceso de conocimiento), pero sí la nulidad del 

título; por qué la firma es de otra persona o por qué el documento está deteriorado y tiene 

enmendaduras, etc”12. 

Como ya se mencionó, en estos procesos el análisis no discurre en el fondo de la obligación 

sino solo se hará efectivo el derecho que contiene el título ejecutivo. 

Sin embargo, el título para que tenga mérito ejecutivo deberá cumplir con la formalidad que 

la ley establece, esto significa, que el órgano jurisdiccional deberá verificar el cumplimiento 

de los requisitos de forma para que el título sea ejecutado, de no ser así, el mismo adolecería 

de nulidad; en consecuencia, no podría ser ejecutado. 

 

11. Diferencias del proceso de ejecución con los procesos de cognición: 

Para RIOJA BERMÚDEZ “(…) a diferencia de los llamados procesos declarativos (proceso 

de conocimiento), el proceso de ejecución no tiene por objeto declarar la existencia  (o 

inexistencia) de un determinado derecho sobre la base de lo propuesto, alegado y probado 

por las partes ante el órgano jurisdiccional, sino por el contrario ya el derecho se encuentra 

efectivamente reconocido y declarado por lo que el objeto del proceso es desplegar una serie 

de actividades destinadas a hacer materialmente posible la obligación contenida en el título 

correspondiente”13. 

El proceso civil tiene por objeto resolver un conflicto de intereses o eliminar una situación 

de incertidumbre jurídica. De esta manera, los procesos contenciosos se clasifican en 

procesos de cognición y ejecución. En los primeros se tiene al proceso de conocimiento, al 

 
12 TORRES, D., “Proceso de Ejecución. Parte General”, En: El Proceso Único de Ejecución, Gaceta Jurídica, 

Lima, 2014, Pág. 74. 
13 RIOJA, A., “Proceso de Ejecución de Garantías”, En: Manual del Código Procesal Civil, Gaceta Jurídica, 

Lima, 2011, Pág. 118. 
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abreviado y al sumarísimo; mientras que, en el de ejecución se tiene al proceso único de 

ejecución. 

La diferencia de esos procesos recae en que si bien es cierto en ambos se solicita el 

cumplimiento de un derecho, en los procesos de cognición el derecho no tiene certeza, por 

ello es que la parte interesada deberá acreditarlo en un proceso con más actos procesales 

tendientes a producir certeza en el Juez. Sin embargo, en los procesos de ejecución, el derecho 

se encuentra contenido en un título con mérito ejecutivo, quiere decir, que se tiene certeza 

del mismo por lo que debe tramitarse en un proceso especial. 

 

12. Medios impugnatorios: 

RIOJA BERMÚDEZ indica que “Los medios impugnatorios constituyen, se ejercitan a partir 

de una potestad que la ley le concede a las partes en el proceso a fin de cuestionar un acto 

jurídico procesal que contendría algún vicio o anormalidad que no permita llevar la secuela 

del proceso”14. 

Los medios impugnatorios son instrumentos que le asisten a las partes o terceros legitimados 

para cuestionar un acto jurídico procesal contenido o no en una resolución judicial, los 

mismos que serán interpuestos en aplicación del derecho a impugnar como parte del debido 

proceso. 

Los medios impugnatorios podrán ser recursos cuando cuestionen un acto jurídico procesal 

contenido en una resolución; y, será remedios, cuando cuestionen un acto jurídico procesal 

no contenido en una resolución judicial como las cuestiones probatorias. 

 
14 RIOJA, A., “Los medios impugnatorios en el proceso civil peruano”, En: Gaceta Civil & Procesal Civil, 

Tomo 16, Gaceta Jurídica, Lima, 2014, Pág. 265. 



 

 

   

 10. SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL  

 

En el presente capítulo corresponde efectuar un análisis de cada uno de los actos jurídicos 

procesales más importantes, realizados en la tramitación del presente proceso ejecutivo, 

desarrollado de conformidad a las anteriores disposiciones que contenía el Código Procesal 

Civil. 

Lo anteriormente mencionada encuentra su fundamento en que el Código Procesal Civil de 

1993 disponía que dentro de los procesos de ejecución se tenían  tres de ellos: proceso de 

ejecución de resoluciones judiciales, proceso de ejecución de garantías y proceso ejecutivo. 

Sin embargo, actualmente los mismos han sido unificados en un solo proceso denominado 

“Proceso Único de Ejecución”, de acuerdo al Decreto Legislativo N° 1069 del 28 de junio de 

2008. 

Que, la acción ejecutiva se interpuso en el 2002, por lo que el proceso se inició de acuerdo a 

las anteriores disposiciones. En este sentido, la modificatoria mencionada no alcanzó sus 

efectos al presente proceso. 

El 18 de septiembre de 2002, Banco Nuevo Mundo en Liquidación interpuso Demanda de 

Obligación de Dar Suma de Dinero contra José Eduardo Aranda La Madrid y Nora Tamayo 

Espejo, a efectos de que le paguen el importe de US$ 149,561.64 dólares americanos 

contenidos en el Pagaré N° 529168, más los intereses compensatorios, moratorios, gastos, 

costas y costos del proceso. 

El presente proceso se inició por acción de una persona jurídica, debidamente inscrita en los 

Registros Públicos y representada, por lo que interpuso demanda de obligación de dar suma 

de dinero, solicitando se le pague una determinada cantidad de dinero, derecho que se 

encontraba contenido en un título valor. 

El proceso de obligación de dar suma de dinero era parte de los procesos ejecutivos y su 

regulación se encontraba establecida en los artículos 697° al 703° del Código Procesal Civil; 

sin embargo, dichos artículos han sido derogados por el Decreto Legislativo N° 1069, en el 

año 2008.
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La demanda como acto jurídico procesal debe responder al cumplimiento de ciertos 

requisitos de forma y de fondo para efectos que la misma no sea declarada inadmisible o 

improcedente, sino, admisible en la vía que corresponde. De esta manera, deberá cumplir con 

los requisitos legales establecidos en el Artículo 424° y anexar lo que dispone el Artículo 

425°; además, de observar los supuestos de inadmisibilidad contenidos en el Artículo 426 y 

los supuestos de improcedencia del Artículo 427° del Código Procesal Civil. 

Empero, tratándose de una demanda que pretende postular al anterior proceso ejecutivo, 

deberá no solo cumplir con los requisitos generales mencionados, sino que la misma debe 

contener un título ejecutivo, siendo el mismo lo que motiva el inicio del proceso ejecutivo y 

no uno de cognición. 

Con Res. N° 01, de fecha 25 de septiembre de 2002, el Cuadragésimo Tercer Juzgado Civil 

de Lima admitió la demanda en la vía procedimental correspondiente al proceso ejecutivo; 

en consecuencia, ordenó notificar a José Eduardo Aranda La Madrid y a Nora Tamayo Espejo 

a fin de que cumplan con pagar al ejecutante la suma de US$ 149,561.64 dólares americanos, 

más intereses correspondientes, costas y costos del proceso. 

Que, luego de que la demanda fue interpuesta, el Juez procedió a su calificación, lo que 

significa que verificó que la misma reunía todos los requisitos de ley, procediéndola a 

admitirla en la vía del proceso ejecutivo; por lo que, expidió mandato ejecutivo, esto es, 

ordenó que los ejecutados cumplan con pagar la suma contenida en el título valor que se 

presentó en la demanda, bajo apercibimiento de iniciarse la ejecución forzada. 

En el presente proceso, con escrito de fecha 14 de octubre de 2002, el coejecutado José 

Eduardo Aranda La Madrid formuló contradicción al mandato ejecutivo sosteniendo la 

nulidad formal del pagaré como título valor. 

En un proceso de ejecución, luego de haberse expedido el mandato ejecutivo, los ejecutados 

deberán cumplir con lo ordenado por el órgano jurisdiccional o de ser el caso, deducir 

excepciones o defensas previas o formular contradicción al mandato ejecutivo, como así lo 

hizo uno de los coejecutados. 
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De conformidad al derogado Artículo 700° del Código Procesal Civil, el ejecutado podría 

contradecir la ejecución mediante las acciones mencionadas. Sin el ejecutado formulaba 

contradicción al mandato ejecutivo podía hacerlo fundamentándolo en algunas de estas 

causales: (i) la Inexigibilidad o iliquidez de la obligación contenida en el título, (ii) la Nulidad 

formal o falsedad del título ejecutivo o, cuando siendo éste un título valor emitido en forma 

incompleta, hubiere sido completado en forma contraria a los acuerdos adoptados, debiendo 

en este caso observarse la ley de la materia; o (iii) la extinción de la obligación exigida. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 701° del Código Procesal Civil, mediante 

Res. N° 02, de fecha 21 de octubre de 2002, el Juez dispuso que la contradicción fuera puesta 

a conocimiento del ejecutante para que cumpla con su absolución en un plazo no mayor de 3 

días, bajo apercibimiento de ley. 

Frente a ello, con escrito de fecha 18 de noviembre de 2002, el ejecutante cumplió con 

absolver la contradicción dentro del plazo establecido, por lo que con Res. N° 03, de fecha 

29 de noviembre de 2002, se dispuso tener por absuelto el traslado de la contradicción y de 

conformidad al Artículo 701° del Código Procesal Civil, citó a las partes para la Audiencia 

Única. 

El 16 de enero de 2003, en el local del Cuadragésimo Tercer Juzgado Civil de Lima se realizó 

la Audiencia Única, con la asistencia de la demandante debidamente representada, dejándose 

constancia de la inasistencia de los codemandados, a pesar de estar debidamente notificados. 

En esta diligencia se declaró la validez de la relación jurídica procesal por lo que se saneó el 

proceso, seguidamente se dejó constancia que no fue posible promover a una conciliación 

entre las partes por inasistencia de una de ellas. 

Posteriormente, el Juez procedió a fijar el punto controvertido del proceso y efectuó el 

saneamiento probatorio y la actuación probatoria; incluso, en dicha audiencia se dejó 

constancia que la causa estaba expedita para sentencias, por lo que expidió sentencia en la 

misma audiencia. 

Que, la Audiencia Única era una etapa procesal obligatoria en estos procesos ya que debía 

desarrollarse dentro de los 10 días siguientes a la presentación de la absolución de la 

contradicción o del vencimiento del plazo, rigiéndose por las disposiciones normativas de la 

Audiencia Única del proceso sumario. 
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En esta audiencia se concentraban los actos procesales consistentes en saneamiento procesal, 

conciliación, fijación de puntos controvertidos, saneamiento probatorio, actuación de medios 

probatorios y la misma sentencia. Sin embargo, se debe precisar que el proceso sumarísimo, 

en la actualidad, no cuenta con una etapa conciliatoria en forma obligatoria pues el Decreto 

Legislativo N° 1070 (del 28 de junio de 2008) la eliminó del proceso civil y resolvió que el 

acta conciliatoria extrajudicial sea un requisito de procedencia de la demanda, por lo que, la 

conciliación debe ser intentada antes de iniciar el proceso judicial.  

Como ya se mencionó, la sentencia se expidió dentro de la Audiencia Única, la misma que 

fue expedida por el Cuadragésimo Tercer Juzgado Civil de Lima, mediante Res. N° 05, por 

el que declaró INFUNDADA la contradicción que formuló el coejecutado José Eduardo 

Aranda La Madrid y FUNDADA la demanda; en consecuencia, ordenó que se lleve adelante 

la ejecución hasta que José Eduardo Aranda La Madrid y Nora Tamayo cumplan con pagar 

a favor del ejecutante la suma de US$ 149,561.64 dólares americanos o su equivalente en 

moneda nacional, al tipo de cambio de venta del día y lugar de pago, más intereses, costas y 

costos, con lo que se dio por concluida dicha audiencia. 

Se debe indicar que actualmente la resolución que resuelve la contradicción es denominada 

auto final y no sentencia como se hizo en la tramitación de la presente causa. 

Además, frente a dicha resolución se tenía que era posible de ser cuestionada mediante el 

recurso de apelación, la misma que debía ser interpuesta dentro de los 5 días siguientes a su 

notificación, de conformidad al Artículo 691° del Código Procesal Civil. 

De esta manera, con escrito de fecha 24 de enero de 2002, el coejecutado José Eduardo 

Aranda La Madrid interpuso recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, la 

misma que fuera concedida con efecto suspensivo mediante Res. N° 07, de fecha 05 de 

febrero de 2003. 

En tal sentido, el Superior Jerárquico que se encargó de resolver el recurso de apelación  fue 

la Segunda Sala Civil, que con fecha 05 de mayo de 2003 expidió sentencia de vista con el 

que CONFIRMÓ la Res. N° 05 que declaró infundada la contradicción formulada por José 

Eduardo Aranda La Madrid y fundada la demanda; con costas y costos, con lo demás que 

contiene. 
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De conformidad a las disposiciones de los medios impugnatorios, se tiene que el recurso de 

casación es el recurso por el que se puede cuestionar un acto jurídico procesal que ya no 

puede ser cuestionado por un recurso ordinario. Es un recurso extraordinario porque solo se 

ven cuestiones de puro de hecho y no de hecho y prueba; y, porque es resuelto por el órgano 

supremo de justicia, debiendo fundamentarse solo en causales de ley. 

El 09 de julio de 2003, el coejecutado José Eduardo Aranda La Madrid presentó recurso de 

casación en la causal prevista en el inciso 1 del Artículo 386° del Código Procesal Civil 

consistente en la aplicación indebida de la Ley N° 27287; y, en el inciso 2 del Artículo 386°, 

denunciando la inaplicación de las normas contenidas en los Artículos 20°, 49°, 62°, 129°, 

133° y 196° de la Ley N° 16587. 

De esta manera, con Res. N° 03, de fecha 09 de julio de 2003, el Superior Jerárquico concedió 

el recurso de casación puesto que el mismo había cumplido los requisitos de admisibilidad, 

ordenando sea elevado al Supremo Tribunal. 

Seguidamente, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema expidió el auto calificatorio del 

recurso de casación con el que lo declaró procedente. De esta manera, el 04 de noviembre de 

2004, la Sala Suprema declaró FUNDADO el recurso de casación; en consecuencia, CASÓ 

la resolución de vista; y, actuando en sede de instancia, REVOCÓ la apelada, y 

REFORMÁNDOLA declaró IMPROCEDENTE la demanda, sin costas ni costos.



 

   

11. OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO SUB-MATERIA 

 

Finalmente, en este último capítulo corresponde expresar mi opinión personal respecto al 

fondo del asunto y de esta manera indicar cuál es mi posición respecto a las distintas 

resoluciones judiciales que se han expedido en la tramitación de la presente causa. 

Que, el presente proceso es uno de obligación de dar suma de dinero, tramitado en la vía del 

proceso ejecutivo, iniciado por el Banco Nuevo Mundo en Liquidación, quien solicitó 

judicialmente a José Eduardo Aranda La Madrid y Nora Tamayo Espejo que le paguen en 

forma solidaria el importe de US$ 149,561.64 dólares americanos, contenidos en el Pagaré 

N° 529168; más el pago de intereses compensatorios y moratorios, costas y costos del 

proceso. 

Por su parte, el coejecutado José Eduardo Aranda La Madrid formuló contradicción al 

mandato ejecutivo sosteniendo la nulidad formal del pagaré como título valor, argumentando 

que el mismo fue emitido incompleto durante la vigencia de la anterior Ley de Títulos 

Valores, Ley N° 16587 y no por lo dispuesto en la actual Ley N° 27287. Asimismo, 

fundamentó dicha causal en que al título valor no se había consignado la fecha ni el lugar de 

emisión, siendo el primero de ellos un requisito de forma esencial, cuya ausencia o defecto 

invalidaría el documento como título valor; y, no se había efectuado el protesto por falta de 

pago dentro del plazo de ley, ya que el mismo debió realizarse dentro de los ocho días 

siguientes a su vencimiento, siendo dicha fecha el 08 de mayo de 2002; y, no el 11 de junio 

como se hizo. 

De acuerdo a lo mencionado, antes de proceder ha realizar un análisis de lo que alegó el 

coejecutado en el proceso, es pertinente mencionar que es posible iniciar un proceso judicial 

solicitándose el cumplimiento de una obligación de dar suma de dinero en la vía del proceso 

ejecutivo en la medida que el derecho se encuentre contenido en un título que tenga mérito 

ejecutivo. 

Para ello, se hace necesario que la obligación contenida en el título sea cierta, expresa y 

exigible; además de líquida o liquidable mediante operación aritmética, pues solo ello 

permitirá su ejecución, debiendo precisar que en el proceso de ejecución, el juicio no se 
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desarrolla analizando la cuestión de fondo, sino solo en hacer efectivo lo que consta y fluye 

del propio título ejecutivo. 

Frente a lo mencionado, se debe indicar, antes de proceder a determinar cuál es la 

normatividad aplicable al caso en concreto, que en el proceso se tiene efectivamente 

acreditada la obligación que demanda el ejecutante, al estar contenida en el Pagaré N° 529168 

que obra en autos, del que se desprende que se trataría de uno incompleto y que contiene una 

promesa de pago ascendente a US$ 149,561.64 a cargo de los coejecutados: José Eduardo 

Aranda La Madrid y Nora Tamayo Espejo.  

Habiéndose mencionado ello, se deberá determinar cuál es la normatividad aplicable al caso 

en concreto para efectos de establecer si el título valor, como objeto del presente proceso, 

resulta ser ejecutable por haber cumplir con la formalidad establecida. 

Sobre dicha controversia, se debe precisar que el pagaré es uno incompleto como así fue 

suscrito por los mismos coejecutados al consignarse en el mismo título valor que “hemos 

suscrito el presente pagaré incompleto, el mismo que de conformidad con la Circular SBS-

1664-83-EFC/07.10 y el artículo 9 de la Ley de Títulos Valores (ley número 16587) les 

autorizamos en forma irrevocable a completar en la oportunidad que lo estimen pertinente, 

expresando en él el saldo de la obligación a nuestro cargo”; del que se tiene certeza de la 

clase de título valor que se tiene y que el mismo fue suscrito de conformidad a la anterior 

Ley de Títulos Valores, Ley N° 16587, por lo que el mismo debió ser llenado observando la 

formalidad de la mencionada ley. 

Que, lo anteriormente sostenido encontraría su fundamento en el principio de literalidad de 

los Títulos Valores, recogido no solo en la anterior normatividad, sino también, en la actual 

Ley de Títulos Valores, Ley N° 27287. 

Seguidamente, deberá determinarse si el título valor adolece de nulidad formal por falta de 

indicación de la fecha de emisión del mismo y por haberse protestado fuera del plazo 

respectivo. 

Sobre ello, la Ley N° 16587 en su Artículo 49° disponía que el plazo para realizar el protesto 

por falta de pago es dentro de los 08 días posteriores a su vencimiento. En consecuencia, 

como el mismo se realizó el 11 de junio de 2002 y no el 08 de junio del mismo año (fecha en 
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la que debió realizar el protesto), la acción directa contra los obligados principales  habría 

caducado al no haberse efectuado el protesto del título valor materia de cobro dentro del 

plazo de ley. 

Respecto a la falta de indicación de lugar y fecha de emisión se tiene que el misto título valor 

contiene esos datos por lo que no se habría incurrido en omisión que invalide el título. 

Por los fundamentos expuestos, expreso mi conformidad con el fallo que adoptó la Sala 

Suprema en su sentencia casatoria por el que declaró fundado el recurso de casación; en 

consecuencia, casó la sentencia de vista de fecha 05 de mayo de 2003; y, actuando en sede 

de instancia, revocó la apelada; y, reformándola, declaró improcedente la demanda, sin costas 

ni costos. 

De acuerdo a lo mencionado, debo expresar mi oposición a las sentencias de instancia que 

concluyeron que la contradicción que formuló uno de los ejecutados debía ser fundada, 

sustentando en que la ley aplicable al caso en concreto era la Ley N° 27287, porque el título 

valor fue emitido el 31 de mayo de 2002, fecha en la que se encontraba en vigencia dicha ley 

y no la anterior. 



 

 

   

 

 

CONCLUSIONES 

 

 

 

Que, el presente proceso es uno de obligación de dar suma de dinero, tramitado en la vía del 

proceso ejecutivo, iniciado por el Banco Nuevo Mundo en Liquidación, quien solicitó 

judicialmente a José Eduardo Aranda La Madrid y Nora Tamayo Espejo que le paguen en 

forma solidaria el importe de US$ 149,561.64 dólares americanos, contenidos en el Pagaré 

N° 529168; más el pago de intereses compensatorios y moratorios, costas y costos del 

proceso. 

Por los fundamentos expuestos, expreso mi conformidad con el fallo que adoptó la Sala 

Suprema en su sentencia casatoria por el que declaró fundado el recurso de casación; en 

consecuencia, casó la sentencia de vista de fecha 05 de mayo de 2003; y, actuando en sede 

de instancia, revocó la apelada; y, reformándola, declaró improcedente la demanda, sin costas 

ni costos. 

Por los fundamentos expuestos, expreso mi conformidad con el fallo que adoptó la Sala 

Suprema en su sentencia casatoria por el que declaró fundado el recurso de casación; en 

consecuencia, casó la sentencia de vista de fecha 05 de mayo de 2003; y, actuando en sede 

de instancia, revocó la apelada; y, reformándola, declaró improcedente la demanda, sin costas 

ni costos. 

 

 

 

 

 

  



 

 

   

 

 

RECOMENDACIONES 

 

 

 

- Considero que los órganos jurisdiccionales deben de tramitar el proceso en el menor 

tiempo posible, atendiendo a que el proceso es el medio de solución de un conflicto. Los 

órganos jurisdiccionales deben buscar por seguir un proceso que sea expresión concreta de 

los principios procesales por lo que se rige un proceso civil; por ello, es importante que en 

los procesos civiles también si implemente el sistema de la oralidad a fin de poder resolver 

con mayor celeridad los procesos. 

- Resulta importante que los jueces realicen un adecuado saneamiento procesal, puesto 

que resulta inconcebible que se tenga que llegar hasta la Corte Suprema para que se declare 

improcedente la demanda, cuando dichos presupuestos debieron ser analizados en primera 

instancia y más aún en la calificación de la demanda o en la Audiencia Única; es por ello, 

que es necesario que los jueces y asistentes se encuentren en constante capacitación. 

- Es importante que se tengan claro las figuras jurídicas que se presentan a lo largo del 

proceso, así como las resoluciones que se emiten en tal; puesto llama la atención que se halla 

denominado sentencia a la resolución en primera instancia, cuando para el caso que nos 

compete, al resolverse la causa no se emite una sentencia, sino un auto final. 
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